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DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL. “[E]l certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada no constituye requisito de la demanda en los citados procesos y por tal razón, el juzgado accionado no podía exigirlo, máxime cuando, de requerirse esa información para aclarar la competencia territorial del asunto, se puede acudir a las bases de datos respectivas para consultarla. En este contexto, el juzgado demandado incurrió en defecto procedimental al exigir requisitos no contemplados en la ley que regula el trámite de las acciones populares. En esas condiciones, se concederá el amparo solicitado respecto de la acción popular radicada bajo el No. 2016-00486 y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejará sin efecto la providencia por medio de la cual se inadmitió. En consecuencia, se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre su admisibilidad, esta vez sin exigir se incorpore el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada. (…)  [P]ara analizar la actuación surtida en la acción popular No. 2016-00619, es preciso indicar que según lo previsto por el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso  la funcionaria accionada decidió no dar trámite a la apelación interpuesta por el actor frente al auto que rechazó la demanda, pues de conformidad con el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, tal recurso únicamente procede contra la sentencia que decide la acción popular. En tal forma desconoció el funcionario demandado la norma a que se hace mención y también se incurrió en defecto procedimental,  pues a pesar de que la citada Ley 472 efectivamente restringe el recurso de apelación a la sentencia, ha debido adecuar el recurso al de reposición, verdaderamente procedente y no limitarse a rechazarlo.”.
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                                 66001-22-13-000-2017-00447-00
Se deciden en primera instancia las acciones de tutela de la referencia, promovidas por el señor Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira y el agente del Ministerio Público, a las que fueron vinculados el Alcalde del Municipio de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 En las acciones populares que instauró, radicadas bajo los números “2016-486” y “2016-619”, la Juez Cuarta Civil del Circuito de Pereira decidió inadmitirlas para que aportara el certificado de existencia y representación legal de las accionadas, a pesar de que en las respectivas demandas expresó que el domicilio de esas entidades se encuentra en esta ciudad.

1.2 Frente a esa decisión interpuso recurso de reposición y en subsidio apelación pero “no repone y se niega a conceder mi alzada”, con desconocimiento del precedente jurisprudencial del Consejo de Estado, según el cual el auto que rechaza las acciones populares es susceptible del recurso de apelación.  

1.3 La funcionaria accionada resolvió rechazar las demandas con sustento en requisitos no contemplados en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, pese a lo expresado por la Corte Suprema de Justicia sobre la imposibilidad de exigir tales presupuestos y que el artículo 16 de esa misma ley “me permite a prevención presentar la demanda en el sitio de la vulneración o en el domicilio de la entidad como hoy lo hago”.
2. Considera lesionadas sus “garantías fundamentales” y para su protección, solicita se ordene al juzgado accionado: a) admitir inmediatamente las acciones populares o conceder el recurso de apelación que formuló; b) aportar un listado completo de todas las acciones populares en las cuales ha exigido requisitos inexistentes y c) aplicar el artículo 16 de la Ley 472 de 1998. También pidió, requerir al Procurador Delegado para que se pronuncie en derecho sobre la legalidad del auto que rechaza sus demandas.
ACTUACIÓN PROCESAL

1. Mediante proveído del 27 de abril último se admitió la tutela y se ordenó vincular a la Alcaldía de Pereira y al Defensor del Pueblo de la Regional Risaralda. No se mandó hacerlo respecto de las entidades demandadas en las acciones populares en las que encuentra el actor lesionados sus derechos, porque de acuerdo con las copias de esas actuaciones y de los hechos en que se sustentó el amparo, las demandas fueron rechazadas y por ende, no han intervenido en esas actuaciones. 
2. En el trámite de esta instancia, se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La Procuradora Regional de Risaralda dijo que a esa Agencia del Ministerio Público se han comunicado los autos que admiten las respectivas acciones populares y como consecuencia de ello han designado a los diferentes profesionales de la Procuraduría Regional Risaralda y Provincial de Pereira para dar cumplimiento al artículo 21 de la ley 472 de 1998; el Ministerio Público es ajeno a la cuestión planteada por el demandante, pues su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos, lo que hará en el correspondiente pacto de cumplimiento que para el efecto se suscriba, una vez sean convocados por el juez. Solicita se le desvincule de la actuación. 
2.2 Quien dijo ser apoderada judicial del municipio de Pereira se pronunció, pero dejó de aportar el poder que le fuera conferido para intervenir en representación de la entidad citada, y por ende, sus argumentos no serán apreciados.
3. La titular del juzgado accionado y la Defensoría del Pueblo de Risaralda guardaron silencio.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala establecer, en primer lugar, si se cumplen los presupuestos generales de procedencia de la tutela frente a decisiones judiciales que ha enlistado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, concretamente frente a la decisión del juzgado accionado de rechazar las acciones populares instauradas por el demandante. Solo de serlo, se establecerá si en esas providencias se incurrió en defecto que lesione los derechos fundamentales de que es titular el actor, de acuerdo con la misma jurisprudencia. También se analizará si es pertinente variar la posición que este Tribunal ha tenido en asuntos similares al que ahora se decide, a la luz de la nueva jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia.
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:  “(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…)  y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes: “7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
. 

4. Las pruebas documentales allegadas, acreditan los siguientes hechos:

4.1 El señor Javier Elías Arias Idárraga formuló acciones populares contra las sucursales de Audifarma SA, ambas ubicadas en la calle 105 No. 14-140 de esta ciudad, pero como sitio de la vulneración se consignó para la primera la calle 19 No. 10-73 de Bogotá
 y para la segunda la calle 3 No. 16-26 de Lorica
. Tales demandas quedaron radicadas, en su orden, bajo los números 2016-00486 y 2016-00619.
4.2 Mediante autos del 22 de noviembre y del 1º de diciembre de 2016, el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local decidió inadmitirlas y requirió al actor para que, en el término de tres días, aportara el   certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada, en el que consten su domicilio con el fin de establecer la competencia territorial, pues a pesar de que el actor manifiesta que la vulneración se presenta en un lugar determinado del país, no prueba que el domicilio principal de las entidades se encuentre en Pereira
. 
4.2 Frente a esas decisiones, el actor interpuso recurso de reposición, en subsidio, el de apelación, con sustento en que no se le podían imponer cargas adicionales a las contempladas en el artículo 18 de la Ley 472 de 1998
. 

4.3 Mediante proveídos del 1º de diciembre de 2016 y del 17 de enero de se rechazaron las acciones populares porque no fueron subsanadas. Además se dispuso no dar trámite a los recursos formulados por el actor, ya que de conformidad con el artículo 90 del Código General del Proceso, el auto que inadmite una demanda  no es susceptible de ningún medio de impugnación
.

4.5 Contra el auto de 17 de enero, que fue dictado en la acción popular No. 2016-00619, el actor popular interpuso recurso de apelación
, el que fue rechazado mediante proveído de 8 de febrero siguiente, porque de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, ese medio de impugnación solo procede contra la sentencia
.
4.6 No aparece que contra la providencia de 1º de diciembre de 2016, que rechazó la acción popular No. 2016-00486, se haya interpuesto recurso alguno.
5. Antes de someter el caso a revisión de los presupuestos generales y específicos para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, es necesario analizar el precedente que sobre asunto similar al que ahora ocupa la atención de la Sala, ha sentado la Corte Suprema de Justicia y sus implicaciones de cara a la posición que venía sosteniendo esta Sala.  
La tesis que había mantenido este Tribunal, era que el amparo resultaba improcedente en razón a que no se satisfacía el presupuesto de la subsidiaridad, en razón a que frente al auto por medio del cual se rechazó la acción popular, no se interpuso recurso de reposición. 
Así se procedía, a pesar de que la Corte Suprema de Justicia ya había revocado una de esas decisiones con sustento en que los presupuestos de subsidiariedad e inmediatez no son aplicables cuando el “pronunciamiento objeto de reproche desconoce de manera protuberante los derechos fundamentales o las normas de orden público”
, porque a juicio de este Tribunal dicho pronunciamiento no consultaba la posición mayoritaria de la Sala de Casación Civil, que de tiempo atrás ha mantenido la postura contraria. 
Sin embargo, actualmente la Sala de Casación Civil ha unificado y ratificado aquella posición, para citar solo algunos ejemplos, pueden verse las siguientes sentencias de tutela dictadas en los procesos que a continuación se indican por su número de radicación y fecha en que fueron proferidas: 66001-22-13-000-2017-00189-01 de 5 de abril de 2017; 66001-22-13-000-2017-00183-01 del 6 de abril de 2017; 66001-22-13-000-2017-00184-01 y 66001-22-13-000-2017-00201-01 del 20 de abril de 2017; 66001-22-13-000-2017-00161-01 del 28 de abril de 2017 y 66001-22-13-000-2017-00247-01 de 3 de mayo último.
En la tercera de esas providencias dicha Corporación consideró:
“1.
Conforme al artículo 86 de la Constitución Política, la acción de tutela es un mecanismo jurídico concebido para proteger los derechos fundamentales, cuando son vulnerados o amenazados por los actos u omisiones de las autoridades públicas, en determinadas hipótesis, de los particulares, cuya naturaleza subsidiaria y residual no permite sustituir o desplazar a los jueces funcionalmente competentes, ni los medios comunes de defensa judicial.

2.
No obstante lo anterior, en los precisos casos en los cuales el funcionario respectivo incurra en un proceder claramente opuesto a la ley, por arbitrario o antojadizo, puede intervenir el juez de tutela con el fin de restablecer el orden jurídico si el afectado no cuenta con otro medio de protección judicial.

Si bien los falladores ordinarios tienen la libertad discreta y razonable para la interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico, los jueces constitucionales pueden inmiscuirse en su función, cuando aquellos incurren en una flagrante desviación del mismo.

Al respecto, la Corte ha manifestado que:

…[E]l Juez natural está dotado de discreta autonomía para interpretar las leyes, de modo que el amparo sólo se abre paso si “se detecta un error grosero o un yerro superlativo o mayúsculo que, abrupta y paladinamente cercene el ordenamiento positivo; cuando tenga lugar un ostensible e inadmisible resquebrajamiento de la función judicial; en suma, cuando se presenta una vía de hecho, así denominada por contraponerse en forma manifiesta al sistema jurídico, es posible reclamar el amparo del derecho fundamental constitucional vulnerado o amenazado...” (CSJ STC, 11 may. 2001, rad. 0183; reiterada en STC4269-2015, 16 abr. 2015).

Así pues, se ha reconocido que cuando el Juez se aparta de la jurisprudencia sin exponer argumentos valederos, o cuando se presenta un defecto sustantivo en el proveído, entre otros, se estructura la denominada «vía de hecho».

…

4.
Respecto del primer requerimiento efectuado por el Juzgado, donde le reclama al accionante adosar el certificado de existencia y representación legal de su demandada, es evidente que el juzgador erró, toda vez que revisadas las exigencias de ley establecidas en el artículo 18 de la ley 472 de 1998 sobre este punto, solo se insta al querellante para «exponer la persona natural o jurídica presuntamente responsable de la amenaza o del agravio» y «las direcciones para notificaciones», pero en ningún momento señala que se debe aportar dicho documento para demostrar el domicilio; aunado a que el tutelante en su libelo pide que a su demandada se le exija allegarlo, lo que no luce arbitrario.
Además, resulta de singular trascendencia para este asunto, observar lo reglado en el artículo 85 del Código General del Proceso, el cual enseña que:

La prueba de la existencia y representación de las personas jurídicas de derecho privado solo podrá exigirse cuando dicha información no conste en las bases de datos de las entidades públicas y privadas que tengan a su cargo el deber de certificarla. Cuando la información esté disponible por este medio, no será necesario certificado alguno.

Luego, en casos como el aquí cuestionado, donde las acciones populares se dirigen contra una entidad financiera, es patente que la base de datos de la Superintendencia Financiera de Colombia, de público acceso, permite descargar el certificado de existencia y representación legal de aquella, subsumiéndose la situación aquí auscultada en la contemplada en dicho aparte normativo.

Respecto al cambio de línea jurisprudencial, en esa misma sentencia expresamente se dijo:
“7. 
Finalmente, frente a lo señalado por el a quo constitucional, respecto a apartase del precedente de esta Corporación para denegar la salvaguarda, destacando que en anteriores pronunciamientos el amparo se consideró improcedente frente a situaciones idénticas a la de ahora, se pone de presente que la referida postura fue recogida en reciente providencia, STC3932-2017, del pasado 22 de marzo, en la que se señaló que:

Luego, en casos como el aquí cuestionado, donde las acciones populares se dirigen contra sociedades que deben registrarse en las bases de datos de las Cámaras de Comercio, es patente que éstas a través del Registro Único Empresarial y Social - RUES son de público acceso, las cuales permiten consultar el domicilio de aquéllas, subsumiéndose la situación aquí auscultada en la contemplada en dicho aparte normativo, por lo que surge necesario señalar que la Sala recoge la postura inserta en relación con el tema, entre otros, en fallos STC2349-2017 y STC2405-2017, ambos de 22 de febrero de 2016, así como todas las demás que le sean contrarias, acogiendo el criterio recientemente adoptado por esta Corte de cara a la interpretación del contenido de la ley 590 de 2000, en concordancia con los artículos 15 y 172 del Decreto 19 de 2012.” 

En estas condiciones, ante la claridad del precedente jurisprudencial, que acoge la Sala, se procederá a determinar, con fundamento en él, si el juzgado accionado lesionó los derechos fundamentales del actor en la acción popular que formuló.

6. Así las cosas, puede afirmarse que en el asunto bajo estudio, se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia del amparo constitucional frente a decisiones judiciales, porque: a) de acuerdo con los hechos narrados en el escrito por medio del cual se formuló la acción, el asunto tiene relevancia constitucional, en razón a que involucra el derecho al debido proceso; b) el requisito de la subsidiariedad se entiende cumplido en la acción popular radicada 2016-00619 porque el actor formuló recurso de apelación contra el auto que rechazó la demanda, circunstancia sobre la cual se ahondará con posterioridad y en la radicada 2016-00486 ya que se está ante un presunto error protuberante que, de conformidad con la jurisprudencia transcrita, releva al actor de recurrir la decisión que considera contraria a sus intereses; c) se cumple el presupuesto de la inmediatez porque las providencias en las que encuentra el actor lesionados sus derechos se dictaron el 1º diciembre de 2016 y el 17 de enero pasado; d) las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; e) se identificaron los hechos generadores de la vulneración y f) no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.
7. En cuanto a los requisitos específicos de procedibilidad, considera el demandante lesionados sus derechos porque el juzgado accionado desconoció el artículo 18 de la Ley 472 de 1998, al momento de inadmitir sus acciones populares.
La Corte Constitucional, en relación con el derecho al debido proceso, sin desconocer el principio de la autonomía judicial, ha dicho que se configura un defecto procedimental cuando el juez ignora completamente el procedimiento establecido, escoge arbitrariamente las normas procesales aplicables en el caso concreto o hace caso omiso de los principios mínimos del debido proceso contenidos en la Constitución, señalados, principalmente, en los artículos 29 y 228. Así ha dicho:

“Defecto procedimental absoluto, falencia que se origina cuando el juez actuó completamente al margen del procedimiento establecido. Igual que en el caso anterior, la concurrencia del defecto fáctico tiene naturaleza cualificada, pues se exige que se esté ante un trámite judicial que se haya surtido bajo la plena inobservancia de las reglas de procedimiento que le eran aplicables, lo que ocasiona que la decisión adoptada responde únicamente al capricho y la arbitrariedad del funcionario judicial y, en consecuencia, desconoce el derecho fundamental al debido proceso. Sobre el particular, la Corte ha insistido en que el defecto procedimental se acredita cuando “…el juez se desvía por completo del procedimiento fijado por la ley para dar trámite a determinadas cuestiones y actúa de forma arbitraria y caprichosa, con fundamento en su sola voluntad, se configura el defecto procedimental…”
  
De esa manera las cosas, el juez debe acudir al derecho procesal como mecanismo para garantizar el derecho material, siempre con sujeción al debido proceso y en forma tal, que de acuerdo con las disposiciones que regulan la materia, se dé solución al conflicto jurídico que se somete a su decisión, pero sin dar prevalencia a las formas, ni desconociendo el derecho de quien invoca protección por medio del proceso ordinario, mediante el empleo de los mecanismos previstos por el legislador para tal cosa.
En este punto, es necesario indicar que entre las acciones populares objeto de estudio de esta providencia existe una diferencia sustancial que amerita adoptar decisión diferente para cada una, ya que en la radicada bajo el No. 2016-00619, el actor formuló recurso de apelación contra el auto que rechazó la demanda, al que la funcionaria accionada se abstuvo de dar trámite con el argumento de que tal medio de impugnación solo procede contra la sentencia; por su parte, en la radicada con el No. 2016-00486 no se interpuso recurso alguno contra esa providencia.
7.1 Para empezar por esta última acción, es preciso tener en cuenta que el artículo 18 de la citada ley, que se dice desatendido, establece los requisitos de la demanda popular, así:
“a) La indicación del derecho o interés colectivo amenazado o vulnerado;

b) La indicación de los hechos, actos, acciones u omisiones que motivan su petición;
c) La enunciación de las pretensiones;
d) La indicación de la persona natural o jurídica, o la autoridad pública presuntamente responsable de la amenaza o del agravio, si fuere posible;

e) Las pruebas que pretenda hacer valer;

f) Las direcciones para notificaciones;

g) Nombre e identificación de quien ejerce la acción.”
Según se desprende de esta norma, el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada no constituye requisito de la demanda en los citados procesos y por tal razón, el juzgado accionado no podía exigirlo, máxime cuando, de requerirse esa información para aclarar la competencia territorial del asunto, se puede acudir a las bases de datos respectivas para consultarla.

En este contexto, el juzgado demandado incurrió en defecto procedimental al exigir requisitos no contemplados en la ley que regula el trámite de las acciones populares.

En esas condiciones, se concederá el amparo solicitado respecto de la acción popular radicada bajo el No. 2016-00486 y para proteger el derecho al debido proceso de que es titular el demandante, se dejará sin efecto la providencia por medio de la cual se inadmitió. En consecuencia, se ordenará a la funcionaria demandada, en el término de cuarenta y ocho horas, contadas a partir de la notificación personal de este fallo, se pronuncie nuevamente sobre su admisibilidad, esta vez sin exigir se incorpore el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada.    
7.2 Para analizar la actuación surtida en la acción popular No. 2016-00619, es preciso indicar que según lo previsto por el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso: “Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.”
Según las pruebas arriba señaladas, la funcionaria accionada decidió no dar trámite a la apelación interpuesta por el actor frente al auto que rechazó la demanda, pues de conformidad con el artículo 37 de la Ley 472 de 1998, tal recurso únicamente procede contra la sentencia que decide la acción popular.
En tal forma desconoció el funcionario demandado la norma a que se hace mención y también se incurrió en defecto procedimental,  pues a pesar de que la citada Ley 472 efectivamente restringe el recurso de apelación a la sentencia, ha debido adecuar el recurso al de reposición, verdaderamente procedente y no limitarse a rechazarlo.
De esa manera las cosas, se justifica la intervención del juez constitucional, porque la infracción al procedimiento compromete de manera importante el debido proceso de que es titular el señor Javier Elías Arias Idárraga.

Por tal motivo, se concederá el amparo, se dejará sin efectos el auto del 8 de febrero de 2017 y se ordenará a la funcionaria demandada, que el término de cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de esta providencia, resuelva el recurso interpuesto por el demandante contra el auto que rechazó la acción popular.
9. No se accederá a la solicitud elevada por el actor en el sentido de ordenar a la citada jueza aportar un listado completo de las acciones populares en las que ha exigido requisitos no previstos en el artículo 18 de la Ley 478 de 1998, como quiera que esta acción constitucional está prevista para proteger derechos fundamentales conculcados, mas no para tramitar esa clase de solicitudes, las que puede elevar directamente el interesado.
10. Se negará el amparo solicitado frente el Procurador Delegado, porque no ha lesionado derecho alguno que resulte digno de protección, en razón a que ni siquiera alcanzó a ser citado en las acciones populares a que se refieren los hechos de la tutela.
Igual determinación se adoptará respecto de las demás autoridades vinculadas, las cuales tampoco han vulnerado los derechos del actor.
En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E 

PRIMERO: Se concede el amparo solicitado por el señor Javier Elías Arias Idárraga.
SEGUNDO: Se dejan sin efecto los autos proferidos en las acciones populares objeto de la tutela el 22 de noviembre de 2016 y el 8 de febrero de 2017; en consecuencia, se ordena a la Juez Cuarta Civil del Circuito de Pereira: a) decidir, en el término de cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación personal de este fallo, nuevamente sobre la admisibilidad de la acción popular radicada con el No. 2016-00486, sin exigir se incorpore el certificado de existencia y representación legal de la entidad demandada y b) en igual término, resolver el recurso interpuesto contra el auto que rechazó la acción popular con radicación No. 2016-00619.
(Continúa parte resolutiva de sentencia en las tutelas radicadas 66001-22-13-000-2017-00443-00 y 66001-22-13-000-2017-00447-00)

TERCERO: Se niega la acción de tutela contra el agente del Ministerio Público, el Alcalde del Municipio de Pereira y la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
CUARTO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. 
QUINTO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
(Con salvamento y aclaración de voto)
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